
 

ARGUMENTARIO DEL PSOE SOBRE LA APLICACIÓN DE LA LEY 

15/1997, DE 25 DE ABRIL, SOBRE HABILITACIÓN DE NUEVAS 

FORMAS DE GESTIÓN EN EL SISTEMA NACIONAL DE SALUD 

 
Desde hace unas semanas se ha iniciado una campaña para solicitar al Gobierno la 

derogación de la Ley 15/1997, como solución al problema del deterioro y privatización 

progresiva de los servicios públicos sanitarios de la Comunidad de Madrid: 

 

 El problema de la Comunidad de Madrid es múltiple: 
 Listas de espera en los distintos niveles asistenciales. Ausencia de regulación adecuada. 

 Falta de transparencia en la gestión. 

 Falta de inversiones 

 Escasez de profesionales. 

 Condiciones laborales inadecuadas de los profesionales. 

 Falta de garantías de seguridad, de tiempo, de movilidad y de información. 

 Ausencia de controles públicos. 

 Falta de participación de los profesionales, usuarios y organizaciones e interlocutores sociales. 

 Falta de planificación. 

 Distribución de recursos inadecuada. 

 Ensayos de todo tipo en la implantación de nuevas formas de gestión. 

 Derivación al sector privado de servicios sanitarios sin establecimiento de criterios objetivos y 

apertura de un proceso de privatización, facilitando y flexibilizando su posibilidad. 

 Falta de colaboración institucional con el resto de las Administraciones Estatal, Autonómicas y 

Locales 

 

 Las Consecuencias de esta situación redundan en : 

 Ausencia de calidad asistencial. 

 Falta de cohesión en los Servicios sanitarios y de salud de nuestra Comunidad. 

 Falta de equidad en el Sistema y prestaciones desigualitarias. 

 Ausencia de un sistema eficiente y eficaz basado en la calidad y la optima utilización de los 

recursos. Un sistema articulado para el cuidado como eje del Sistema, desde un punto de vista 

individual y colectivo. 

 Inseguridad de los usuarios. 

 Falta de motivación de los profesionales. 

 Desmantelamiento paulatino del Sistema Público y conversión de la Salud y la Sanidad en un 

negocio. 

 

 Qué debemos tener claro los/as ciudadanos/as. 
 La competencia en materia sanitaria la tiene la Comunidad de Madrid y el Gobierno de la 

Comunidad de Madrid es quien toma las decisiones en materia sanitaria. Es responsabilidad del 

Partido Popular. 

 La protección de salud se universalizó con la Ley General de Sanidad, pero la universalización 

no se identifica con gratuidad. 

 Las prestaciones públicas sanitarias no son gratis, lo pagamos todos/as con nuestros impuestos y 

las cotizaciones de la Seguridad Social. 



 La Comunidad de Madrid administra nuestros recursos y tiene la obligación de garantizar de 

forma efectiva las prestaciones. 

 No tenemos por qué pagar dos veces a través de un seguro privado la provisión de servicios a la 

que tenemos derecho mediante el aseguramiento y la provisión pública. 

 Las prestaciones sanitarias constituyen un servicio público prestado en términos de rentabilidad 

social y no un negocio a través de la privatización, prestado en términos de rentabilidad económica. 

 

 Texto de la Ley 15/1997 sobre habilitación de nuevas formas de gestión en el 

Sistema Nacional de Salud. 

 

Artículo Único. 
1. En el ámbito del Sistema Nacional de Salud, garantizando y preservando en todo caso  su 

condición de servicio público, la gestión y administración de los centros, servicios y 

establecimientos sanitarios de protección de la salud o de atención sanitaria o socio-sanitaria podrá 

llevarse a cabo directamente o indirectamente a través de la constitución de cualesquiera entidades 

de naturaleza o titularidad pública, admitidas en Derecho. 

 

En el marco de lo establecido por las leyes, corresponderá al Gobierno, mediante Real Decreto, y 

a los órganos de Gobierno de las Comunidades Autónomas –en los ámbitos de sus respectivas 

competencias- determinar las formas jurídicas, órganos de dirección y control, régimen de 

garantías de la prestación, financiación y peculiaridades en materia de personal de las entidades 

que se creen para la gestión de los centros y servicios mencionados.  

 

2. La prestación y gestión de los servicios sanitarios y socio-sanitarios podrá llevarse a cabo, 

además de con medios propios, mediante acuerdos, convenios o contratos con personas o entidades 

públicas o privadas, en los términos previstos en la Ley General de Sanidad. 

 

 ¿Qué permite esta Ley? 
Adecuar el marco normativo estatal a la distribución de competencias existentes entre el Estado y 

las CCAA en el año 1997, así como ajustarse al proceso de transferencias del Estado a las CCAA 

en materia sanitaria derivado de la propia Constitución. 

 

El proceso de descentralización sanitaria, se inicia en el año 1979 con el traspaso de los servicios 

estatales de salud pública a las CCAA. En 1981 se inició el traspaso de los servicios sanitarios 

gestionados por el INSALUD –el Gobierno de la UCD fue el responsable del primer traspaso a la 

Comunidad Autónoma de Catalunya. Durante los años que gobernó el PSOE se realizaron las 

transferencias del INSALUD a seis CCAA: Andalucía, Valencia, Euskadi, Navarra, Galicia y Canarias. 

La transferencia a Andalucía se produjo en el año 1984 y la de Canarias diez años más tarde,  en 1994. 

En el año 2002, con un gobierno del Partido Popular, se producen las transferencias a las diez CCAA 

regidas por el artículo 143 de la Constitución. Después de veinte años de la primera transferencia del 

INSALUD, se ha logrado el objetivo de un sistema Nacional de Salud completamente descentralizado, 

con autonomía de gestión en las 17 CCAA.   

 

La autonomía para la gestión de los servicios transferidos no se produce a través de la Ley 15/1997, sino 

que se encuadra en ese marco competencial establecido en la Constitución, en los Estatutos de 

Autonomía y en las Leyes de Transferencia establecidas en el artículo 150.2 de la Constitución que 

establece que: 

 

2. El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, mediante Ley orgánica, 

facultades correspondientes a materia de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean 



susceptibles de transferencia o delegación. La Ley preverá en cada caso la correspondiente 

transferencia de medios financieros, así como las formas de control que se reserve el Estado. 

 

En este sentido, el artículo 148.1.21 de la Constitución establece que “las CCAA podrán asumir 

competencias en materia de sanidad e higiene”  y el artículo 148.2  establece que “Transcurridos cinco 

años, y mediante la Reforma de sus Estatutos,  las Comunidades Autónomas podrán ampliar 

sucesivamente sus  competencias dentro del marco establecido en el artículo 149.”  

 

Asimismo el artículo 149.1.16 establece que “ El Estado tiene competencia en  exclusiva sobre sanidad 

exterior, Bases y coordinación general de la sanidad, Legislación sobre productos farmacéuticos”. 

 

En este contexto sería una incongruencia y una contradicción que se transfieran las competencias de 

gestión de sanidad o de cualquier otro servicio público a las CCAA, como es el caso de Madrid, y a su 

vez se establezcan desde el ámbito estatal a través de su competencia para dictar legislación básica, 

bases para el régimen de gestión, cuando una vez transferido las CCAA gozan de autonomía para 

establecer en cuanto a la gestión de los servicios sus propios instrumentos y régimen jurídico dentro del 

marco constitucional, es decir, respeto y cumplimiento de los preceptos constitucionales, su Estatuto de 

Autonomía, las Leyes de Transferencia en su caso, y la Legislación Básica del Estado dictada en base a 

lo establecido en el artículo 149 de la Constitución. 

 

En este sentido, el Estado tiene competencias para garantizar la existencia, la cohesión y la equidad del 

Sistema, evitando de este modo, que se produzcan desequilibrios territoriales. Es decir, hay que cumplir 

con los principios y valores constitucionales desde la perspectiva de los ciudadanos y desde el punto de 

vista territorial respetando, a su vez, los ámbitos competenciales  de las CCAA dentro de su autonomía 

de gestión. 

 

Por tanto, la Ley 15/1997 no hace sino adecuar el marco normativo de la Ley General de Sanidad a la 

realidad de las CCAA. 

 

 


